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DECLARACIÓN DE ERROR JUDICIAL.

I. FUNDAMENTO DE LA DECLARACIÓN DE ERROR JUDICIAL ES LA 
AFECTACIÓN DE LA LIBERTAD PERSONAL. EXPRESIÓN “SOMETER A 
PROCESO” COMPRENDE ACTUALMENTE LA MEDIDA CAUTELAR DE 
PRISIÓN PREVENTIVA. PRINCIPIOS DE SUPREMACÍA CONSTITUCIONAL 
Y DE RESPONSABILIDAD ESTATAL. II. PETICIONARIO DEBE ACOMPAÑAR 
ANTECEDENTES QUE PERMITAN EMITIR UN PRONUNCIAMIENTO. 
NECESIDAD DE ACOMPAÑAR LA CARPETA DE INVESTIGACIÓN.

Hechos

Una persona respecto de la cual se dictó prisión preventiva en una causa por 
robo, interpone demanda ante la Corte Suprema solicitando la declaración de 
error judicial. La Corte Suprema, pese a reconocer que la expresión “someter a 
proceso” utilizada por el artículo 19 Nº 7 letra i) de la Constitución comprende 
hoy la prisión preventiva, rechaza la solicitud, por cuanto el peticionario no 
acompañó los antecedentes necesarios para que el Máximo Tribunal emitiera 
pronunciamiento sobre el mérito de las resoluciones que objeta.

Antecedentes del fallo:
Tipo: Declaración de error judicial (rechazada).
Rol: 4921-2014, de 9 de junio de 2014.
Partes: “Fernando Flores Fortunatti”
Ministros: Sr. Milton Juica A., Sr. Hugo Dolmestch U., Sr. Carlos Künsemü-
ller L., Sr. Haroldo Brito C. y Sr. Lamberto Cisternas R.

Doctrina

I.	 El fundamento del derecho a ser indemnizado que consagra el artículo 19 
Nº 7 letra i) de la Carta Fundamental, es la afectación de la libertad per-
sonal del justiciable, pues el aludido derecho a indemnización forma parte 
del listado de consecuencias que el citado precepto constitucional deriva del 
derecho a la libertad personal y a la seguridad individual que asegura a 
toda persona. Consecuencialmente, la alusión que el artículo 19 Nº 7 letra 
i) efectúa al sometimiento a proceso obedece precisamente a las general-
mente gravosas consecuencias que para la libertad personal del procesado 
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implica su dictación, ya que salvo los casos de excepción en que el juez, por 
mandato o facultad legal, decrete su libertad provisional, el procesado que-
dará sujeto a prisión preventiva. Por tanto, si bien el actual procedimiento 
penal no contempla una resolución jurisdiccional que cumpla la función y 
conlleve los mismos efectos y cargas procesales para el imputado que el pro-
cesamiento tratado en el artículo 274 del Código de Procedimiento Penal, 
no puede obviarse que la medida cautelar de prisión preventiva, así como 
las del artículo 155 del Código Procesal Penal, en el nuevo proceso penal 
exige los mismos extremos materiales del antiguo procesamiento y afecta 
de la misma manera el derecho a la libertad personal del imputado, con 
lo cual, una interpretación axiológica, garantista y sistemática debe llevar 
a concluir que dentro de la expresión “someter a proceso” utilizada por el 
artículo 19 Nº 7 letra i) de la Constitución se comprende, hoy también, a 
aquellas resoluciones de los artículos 140 y 155 del Código Procesal Penal 
(considerando 5º de la sentencia de la Corte Suprema).

	 Por otra parte, el principio de supremacía constitucional, consagrado en el ar-
tículo 6º inciso 1º de la Carta Fundamental impide justificar un debilitamiento 
del derecho de jerarquía constitucional a ser indemnizado del artículo 19 Nº 7 
letra i), por el expediente de un cambio a nivel meramente legal, menos aún si 
éste implica sólo sustituir el contexto e iter procesal en que se dicta la resolución 
que afecta el derecho a la libertad personal del sujeto de la persecución estatal, 
con el objeto de adecuarla a la nueva estructura acusatoria de enjuiciamiento 
criminal, pero conservar en idénticos términos los extremos materiales esenciales 
que hacen procedente su pronunciamiento, así como la consecuencia más gra-
vosa que le da identidad y relevancia dentro del proceso, esto es, la privación o 
restricción de la libertad personal de aquél contra quien recae. Lo antedicho está 
en consonancia con uno de los principios fundantes del Estado de Derecho, como 
es el de responsabilidad estatal, enunciado en los artículos 6º, 7º y 38 inciso 2º de 
la Constitución, y en armonía con el derecho convencional de los tratados inter-
nacionales de derechos humanos ratificados por Chile y vigentes, de obligatoria 
consideración para el intérprete iusfundamental por la remisión que formula el 
artículo 5º inciso 2º de la Carta Fundamental. Al respecto, el artículo 9.5 del Pacto 
Internacional de Derecho Civiles y Políticos dispone que toda persona que haya 
sido ilegalmente detenida o presa, tendrá el derecho efectivo a obtener reparación, 
disposición que importa no sólo un compromiso de los Estados Parte de respetar 
y garantizar tal derecho, sino conforme al citado artículo 5º inciso 2º un deber 
de promoción, que se traduce en el deber de optar por aquella interpretación del 
artículo 19 Nº 7 letra i) que mayor y más completa protección brinde al derecho 
tutelado (considerandos 6º y 7º de la sentencia de la Corte Suprema).

II.	 En la especie, la acción de declaración de error judicial no puede prosperar, 
por cuanto el peticionario no acompañó los antecedentes mínimos que eran 
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de su cargo, para emitir un pronunciamiento estimatorio de lo solicitado. En 
efecto, el compareciente sólo agregó copias de las actas de las audiencias en 
que se pronuncian las resoluciones objetadas, las cuales no contienen una 
transcripción, extracto o resumen de las alegaciones y antecedentes expuestos 
por el Ministerio Público y la defensa en cada una de ellas, ni tampoco de 
las razones entregadas por el tribunal en cada oportunidad para decretar 
o mantener la prisión preventiva, defecto que impide emitir un pronuncia-
miento sobre el mérito de las resoluciones objetadas, pues en un sistema de 
estructura acusatoria como el diseñado por el Código Procesal Penal, tales 
dictámenes jurisdiccionales no son sino el resultado del debate sostenido 
en cada audiencia por el Ministerio Público y la defensa, debate que es de 
presumir tuvo una dinámica y contenido diverso en cada una de las tres 
audiencias en cuestión, al asistir en cada oportunidad distintos fiscales y 
defensores, amén de ser dirigidas por diferentes jueces. En relación con lo 
expuesto, yerra el solicitante cuando afirma que el juez de garantía debió 
exigir examinar el reconocimiento fotográfico, revisión con la cual habría 
advertido que éste era completamente irrisorio y sugestivo, pues en un siste-
ma procesal informado por los principios de contradicción, bilateral de la 
audiencia y de la imparcialidad del tribunal, la proactividad que echa de 
menos el peticionario, la ley la espera hoy del defensor del imputado –sin 
perjuicio de las cargas que el principio de objetividad supone para el Ministerio 
Público–, interviniente a quien corresponde poner al sentenciador en cono-
cimiento de aquellos antecedentes que hagan desaconsejable o innecesaria 
la medida requerida o pedir otra que satisfaga las necesidades de que se 
trata, deber que suponía representar al tribunal el supuesto defecto acusado 
en la diligencia de reconocimiento fotográfico, todo ello como resultado de 
una previa y acuciosa revisión de los antecedentes de cargo, acciones de la 
defensa que el actor no señala se hubiesen concretado (considerandos 10º y 
14º de la sentencia de la Corte Suprema).

	 En el mismo sentido, el solicitante no acompaña una copia, total o parcial, 
de la carpeta de investigación del Ministerio Público, la que se encontraba 
habilitado para obtener en virtud del artículo 182 inciso 2º del Código 
Procesal Penal, y sin la cual tampoco sería posible efectuar un reproche 
al desempeño del tribunal que se funde en desatender el contenido de los 
registros e informes de la investigación. Tampoco pasa inadvertido que el 
peticionario, en una de sus declaraciones acompañadas en autos, refiere que 
al momento del ilícito que le fue atribuido, se encontraba acompañado por 
numerosos sujetos, todos los cuales indica podrían ir a declarar ante el fiscal, 
pero no adjunta a su solicitud copia de la declaración de ninguno de ellos 
ante el Ministerio Público o ante las policías, como antecedente incorporado 
a la carpeta de investigación que pudiese haber sido informado a los jueces 
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que dirigieron las audiencias (considerandos 11º y 12º de la sentencia de 
la Corte Suprema).

Cita online: CL/JUR/3066/2014

Normativa relevante citada: Artículos 5º, 6º, 7º, 19 Nº 7 letra i) y 38 inciso 
2º de la Constitución Política de la República; 274 del Código de Procedi-
miento Penal; 140, 155 y 182 del Código Procesal Penal.

Esperanzas en la reparación del error judicial

Germán Echeverría Ramírez

Defensoría Penal Pública

De acuerdo al artículo 19 Nº 7 letra i) de la Carta Fundamental, la legitimidad 
activa para impetrar el derecho a reparación por error judicial, tiene una composi-
ción compleja. Se requiere no sólo que el solicitante haya sido absuelto o sobreseído 
definitivamente mediante resolución ejecutoriada, sino que, adicionalmente, en 
la misma causa hubiere sido procesado o condenado1 y, por último, que la Corte 
Suprema haya declarado que tales actuaciones jurisdiccionales fueron injustifica-
damente erróneas o arbitrarias.

En esta materia la Carta Fundamental limitó la responsabilidad del Estado a 
los yerros cometidos en el ámbito de la justicia penal y en atención al empleo de la 
expresión “sometido a proceso”, lo hizo en tiempos de plena vigencia del sistema 
de juzgamiento criminal inquisitivo, lo que no deja de plantear una interrogante 
sobre el sentido y alcance de su literalidad.

Históricamente la jurisprudencia del máximo tribunal en esta materia ha sido, 
en todo caso, extraordinariamente restrictiva y, por regla general y tal como ocurre 
en estos fallos que se comentan, ha rechazado la solicitud de indemnización por 
error judicial. Se ha llegado a sostener que en muchos casos sería preferible ejer-
cer la acción administrativa del artículo 5º de la Ley Orgánica Constitucional del 
Ministerio Público que establece que el Estado será responsable por las conductas 
injustificadamente erróneas o arbitrarias del Ministerio Público antes que invocar 
la garantía constitucional de indemnización por error judicial, desde que la primera 
propone un derrotero más expedito y de menos limitaciones en el acceso a la repa-
ración por equivocadas privaciones de libertad. No en vano, la vía constitucional 
ha sido acogida tan sólo en cuatro oportunidades durante toda su historia2.

1  RONDINI FERNÁNDEZ-DÁVILA, Patricio, Responsabilidad Patrimonial del Estado Juez 
en Chile (Santiago, 2008), p. 118.

2  BALLIVAN SEARLE, Pedro, Responsabilidad del Estado por conductas injustificadamente 
erróneas o arbitrarias del Ministerio Público: análisis comparativo y jurisprudencia, en Revista Ius 
et Praxis, Universidad de Talca, Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales, año 19, Nº 2 (2013), p. 83.
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La pregunta relevante, entonces, es si al menos a partir de este pronunciamiento 
que se comenta es posible advertir una voluntad orientada a interpretar la garantía 
constitucional del artículo 19 Nº 7 letra i) en términos más amplios que los general-
mente aceptados hasta ahora. Y si su contenido colisiona o no, con las instituciones 
del actual proceso penal que desconocen el estatus jurídico de “procesado”, pero 
que, como es evidente, sí admite la posibilidad de afectación de la libertad bajo 
la sujeción de instituciones como la formalización del procedimiento y donde el 
error puede originarse no sólo en el pronunciamiento judicial, sino también en 
una arbitraria detención policial. 

Lo trascendente del fallo Rol Corte Nº 9568-2014 es que, más allá de haber 
rechazado la petición de reparación del error por falta de prueba de la causal in-
vocada, permite abrigar esperanzas en torno a una futura extensión del ámbito de 
tutela de este derecho, sin perjuicio de reconocer también su plena vigencia en el 
ámbito de la llamada reforma procesal penal.

En efecto, la Corte Suprema sostuvo que el principio de supremacía constitu-
cional, consagrado en el artículo 6º inciso 1º de la Constitución impide justificar 
un debilitamiento del derecho de jerarquía constitucional a ser indemnizado por 
errores judiciales en virtud de un cambio meramente legal de las normas de en-
juiciamiento. Especialmente, si en la especie esa modificación del procedimiento 
sólo significa variar el contexto y la oportunidad en la que se dicta la resolución 
que afecta la libertad personal del imputado y que, en caso de error, justifica la 
reparación debida por el Estado a la persona que inmerecidamente la padeció.

El máximo tribunal del país sostuvo que lo que se viene reflexionando está en 
consonancia con uno de los principios fundantes del Estado de Derecho, como 
el de responsabilidad estatal, y en armonía con el derecho convencional de los 
tratados internacionales de derechos humanos ratificados por Chile y vigentes, 
de obligatoria consideración para el intérprete por la remisión que formula el 
inciso 2º del artículo 5º de nuestra Constitución. Y en ese sentido, el artículo 9.5 
del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos dispone que toda persona 
que haya sido ilegalmente detenida o presa, tendrá el derecho efectivo a obtener 
reparación, norma que importa no sólo un compromiso de los Estados Parte de 
respetar y garantizar tal derecho, sino conforme al citado artículo 5º inciso 2º, un 
deber de promoción, que se traduce en la obligación de optar por aquella interpre-
tación del artículo 19 Nº 7 letra i), que mayor y más completa protección brinde 
al derecho tutelado.

No obstante el aspecto positivo del fallo en comento, sobre esta materia com-
partimos la apreciación del profesor Luis Cordero Vega, quien ha escrito que la 
principal deuda en materia de responsabilidad del Estado en el sistema chileno 
está en el limitado ámbito donde se aplica (el enjuiciamiento criminal), dejando 
sin acción a un conjunto de hipótesis que originan daño como consecuencia de 
prestaciones indebidas del sistema judicial, especialmente en el caso de retrasos 
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judiciales y dilaciones indebidas. “Eso ha dejado de ser un problema de argumen-
tación y se ha transformado en uno que demanda por regulación, que pareciera 
sensato discutir en serio”3.

3  CORDERO VEGA, Luis, ¿En qué estamos con la responsabilidad por error judicial?, El 
Mercurio Legal (junio, 2014).


